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ABOGADOS, FIRMA DE AUTORIZACIÓN DE LOS. ES INNECESARIA EN LAS 
PETICIONES DE LOS INTERESADOS DIRECTOS (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE MÉXICO).-El requisito de exigir el asesoramiento por un abogado en 
las promociones de las partes en un litigio, mediante su firma, establecido por el 
artículo 119 del abrogado Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 
México, y en su equivalente artículo 1.94 de la legislación actual, nulifica el 
principio procesal que asiste a quien en ejercicio de sus derechos civiles 
comparece al juicio para plantear su defensa, pues equivale a dejar sin efectos la 
garantía de que los tribunales le administren justicia en los plazos y términos que 
fijen las leyes, establecida por el artículo 17 de la Constitución Fundamental de la 
República, pues el precepto inicialmente citado impide el acceso a la actividad 
jurisdiccional de los interesados en orden con sus peticiones, único medio del que 
disponen para evitar que se hagan justicia por su propia mano, máxime que no 
está prohibida la autodefensa en materia civil. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 

II.2o.C. J/33 (9a.) 

Amparo en revisión (improcedencia) 146/2002. Sergio Loa Mendoza. 13 de 
agosto de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Noé Adonai Martínez 
Berman. Secretario: Javier García Molina. 

Amparo en revisión 89/2011. Delfino Bernal Vázquez. 28 de junio de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Noé Adonai Martínez Berman. 
Secretario: Saúl Manuel Mercado Solís. 

Amparo en revisión 134/2011. Delfino Bernal Vázquez. 28 de junio de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Noé Adonai Martínez Berman. 
Secretario: Saúl Manuel Mercado Solís. 

Amparo en revisión 3/2012. Juan Manuel Saavedra Lucero. 31 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Virgilio A. Solorio Campos. 
Secretario: Carlos Esquivel Estrada. 

Amparo en revisión 38/2012. 28 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Virgilio A. Solorio Campos. Secretaria: Karla Martínez Arenas. 
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CONTRABANDO. SI PARA ACREDITAR QUE LA INTRODUCCIÓN O 
EXTRACCIÓN AL PAÍS DE MERCANCÍAS SE REALIZÓ SIN PERMISO DE LA 
AUTORIDAD COMPETENTE, EL JUEZ SE REMITE A UN ACUERDO DE 
CLASIFICACIÓN Y CODIFICACIÓN DE MERCANCÍAS, VIOLA EL PRINCIPIO 
DE RESERVA DE LA LEY PENAL.-Si la autoridad responsable en la sentencia 
reclamada, a fin de integrar uno de los elementos del delito de contrabando 
previsto en el artículo 102, fracción II, del Código Fiscal de la Federación -
consistente en la introducción o extracción al país de mercancías sin permiso de la 
autoridad competente, cuando sea necesario este requisito- se remitió al artículo 
6o., anexo 2.2.1, del acuerdo que establece la clasificación y codificación de 
mercancías cuya importación y exportación están sujetas al requisito de permiso 
previo por parte de la Secretaría de Economía, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 6 de julio de 2007, viola los artículos 14, párrafo tercero y 73, 
fracción XXI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
contravenir el principio de reserva de la ley penal, en virtud de que el juzgador se 
remitió a otra norma que no tiene el carácter de ley en sentido formal -al no ser 
expedida por el Congreso de la Unión-, originando así que en la descripción típica 
se reenvíe a regulaciones de procedencia reglamentaria o administrativa y, en 
consecuencia, a la participación del Poder Ejecutivo en la configuración de la 
conducta prohibida, lo que está proscrito por la norma constitucional citada. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 

XV.3o.1 P (10a.) 

Amparo directo 299/2011. 13 de febrero de 2012. Mayoría de votos. 
Disidente: Jaime Ruiz Rubio. Ponente: Gerardo Manuel Villar Castillo. 
Secretario: Manuel Hiram Rivera Navarro. 

CONVENIO DE RECONOCIMIENTO DE ADEUDO. AUNQUE FORMA PARTE 
DEL CONTRATO DE CRÉDITO QUE LE DIO ORIGEN, POR SÍ MISMO 
CONSTITUYE TÍTULO EJECUTIVO.-Conforme al artículo 1792 del Código Civil 
para el Distrito Federal, convenio es el acuerdo de dos o más personas para crear, 
modificar, transferir o extinguir obligaciones, de lo que resulta que tiene una mayor 
amplitud que la de un mero contrato en el que se producen y transfieren derechos 
y obligaciones, por lo que si el convenio de reconocimiento de adeudo deriva de la 
voluntad del acreedor y del deudor para que con base en ese reconocimiento se 
modifiquen algunas de las cláusulas del contrato de crédito que le dio origen, ello 
constituye la máxima expresión de la voluntad de los contratantes, siendo 
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precisamente la declaración unilateral del deudor que le da el carácter de deuda 
cierta, lo que permite establecer que el convenio de reconocimiento de adeudo por 
sí mismo reúne los elementos de un título ejecutivo y por ello no necesita de una 
obligación preexistente. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

I.3o.C.19 C (10a.) 

Amparo directo 749/2011. Grupo Ayme, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Benito Alva Zenteno. Secretario: V. 
Óscar Martínez Mendoza.  

DERECHOS HUMANOS. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DE LAS 
AUTORIDADES EN LA MATERIA.-Mediante decreto publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 10 de junio de 2011, vigente a partir del día siguiente de su 
publicación, se reformó y adicionó el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para establecer diversas obligaciones a las 
autoridades, entre ellas, que las normas relativas a derechos humanos se 
interpretarán conforme a la Constitución y a los tratados internacionales en la 
materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia, es 
decir, que los derechos humanos son los reconocidos por la Ley Fundamental y 
los tratados internacionales suscritos por México, y que la interpretación de 
aquélla y de las disposiciones de derechos humanos contenidas en instrumentos 
internacionales y en las leyes, siempre debe ser en las mejores condiciones para 
las personas. Asimismo, del párrafo tercero de dicho precepto destaca que todas 
las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deben promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos, conforme a los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, y que, en 
consecuencia, el Estado debe prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos en los términos que establezca la ley, lo cual 
conlleva a que las autoridades actúen atendiendo a todas las personas por igual, 
con una visión interdependiente, ya que el ejercicio de un derecho humano implica 
necesariamente que se respeten y protejan múltiples derechos vinculados, los 
cuales no podrán dividirse, y todo habrá de ser de manera progresiva, prohibiendo 
cualquier retroceso en los medios establecidos para el ejercicio, tutela, reparación 
y efectividad de aquéllos. 
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1a. XVIII/2012 (9a.) 

Amparo en revisión 531/2011. Mie Nillu Mazateco, A.C. 24 de agosto de 
2011. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 

HUELGA. NO REÚNE LA CALIDAD DE PATRÓN PARA LA FIRMA DE UN 
CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, QUIEN ES VENCEDOR EN UNA 
LICITACIÓN PÚBLICA Y AÚN NO EJECUTA LA OBRA.-El artículo 920 de la Ley 
Federal del Trabajo establece que el procedimiento de huelga se inicia con la 
presentación del pliego de peticiones, y señala los requisitos que éste debe reunir, 
entre otros, que el escrito se dirija al patrón. Por su parte, el numeral 923 de la 
misma ley dispone que no se dará trámite al escrito de emplazamiento cuando no 
sea formulado conforme a los requisitos señalados en el aludido artículo 920. Por 
último el precepto 450, fracción II, del mismo ordenamiento prevé que la 
suspensión temporal de las labores tiene por objeto la firma de un contrato 
colectivo de trabajo, y los artículos 20 y 21 establecen que se entiende por 
relación de trabajo, cualquiera que sea el acto que le dé origen, la prestación de 
un trabajo personal subordinado a una persona, mediante el pago de un salario, y 
que se presume la existencia del contrato y de la relación de trabajo entre el que 
presta un trabajo personal y el que lo recibe. Entonces, si la persona a la que el 
sindicato solicita la firma de un contrato colectivo de trabajo mediante 
emplazamiento a huelga fue vencedora en una licitación pública para la 
construcción de una obra, esa calidad no es la misma a la de patrón exigida por el 
referido artículo 920, fracción I, porque el contratista ganador todavía no ejecuta la 
obra y, en ese sentido, no existe el centro de trabajo, ni las labores pueden ser 
suspendidas para obtener la firma de un contrato colectivo de trabajo, por lo que 
tampoco es responsable de derechos y obligaciones en su carácter de patrón, en 
torno a la obra convocada. 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.13o.T.32 L (10a.) 

Amparo en revisión 211/2011. Sindicato Nacional de Trabajadores, 
Empleados, Choferes, Transportistas y Obreros de la Construcción en 
General. 23 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor 
Landa Razo. Secretaria: Ahideé Violeta Serrano Santillán. 
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JUBILACIÓN. EL DERECHO PARA RECLAMAR SUS INCREMENTOS Y LAS 
DIFERENCIAS QUE DE ÉSTOS RESULTEN ES IMPRESCRIPTIBLE.-Conforme 
a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el derecho para 
reclamar la pensión jubilatoria o su correcta fijación de la misma es imprescriptible, 
por tratarse de actos de tracto sucesivo que se producen día a día; en 
consecuencia, también es imprescriptible el derecho para reclamar los 
incrementos y las diferencias que resulten de éstos, prescribiendo, en su caso, 
únicamente las acciones para demandar el pago de los aumentos reclamados en 
las pensiones de jubilación de los meses anteriores en más de un año a la fecha 
de presentación de la demanda, en términos del artículo 516 de la Ley Federal del 
Trabajo, que señala el plazo genérico de prescripción. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

I.6o.T.17 L (10a.) 

Amparo directo 112/2012. José Cesáreo Hernández Pedrosa y/o Pedroza. 
29 de marzo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. 
Secretaria: Claudia Gabriela Soto Calleja. 

JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. EN ÉL NO PUEDE ORDENARSE LA 
EJECUCIÓN DE UNA GARANTÍA HIPOTECARIA QUE AMPARE EL ADEUDO 
PRINCIPAL, AL NO ESTAR PREVISTA ESA FIGURA JURÍDICA EN EL 
CÓDIGO DE COMERCIO.-En el juicio ordinario mercantil no se prevé trámite 
alguno que permita al acreedor el ejercicio de los derechos de ejecución 
deducidos de una operación mercantil garantizada con hipoteca, en razón de que 
el artículo 1377 del Código de Comercio, sólo contempla la procedencia genérica 
del juicio mercantil ordinario, pero sin abarcar aspectos accesorios como la 
ejecución de una garantía que ampare el adeudo principal, ya que dispone: 
"Todas la contiendas entre partes que no tengan señalada tramitación especial en 
las leyes mercantiles, se ventilarán en juicio ordinario."; aunado a lo anterior, la 
figura jurídica de la "hipoteca" no está regulada en la legislación mercantil, sino 
que se rige por disposiciones del derecho civil, lo que imposibilita la aplicación 
supletoria de la legislación civil que prevé dicha institución, ya que no está 
autorizada esa aplicación supletoria en materia mercantil respecto de figuras 
jurídicas que no están contempladas en el Código de Comercio, por lo que en el 
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juicio ordinario mercantil no puede ordenarse la ejecución de la garantía 
establecida en el fundatorio de la acción. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO. 

III.1o.C.11 C (10a.) 

Amparo directo 581/2011. HSBC México; Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero HSBC. 27 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Francisco José Domínguez Ramírez. Secretario: Vicente de 
Jesús Peña Covarrubias. 

 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA RADIODIFUSIÓN ES UN MEDIO 
TECNOLÓGICO PARA EJERCER ESE DERECHO.-Conforme al artículo 6o., 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
derecho a la información estará garantizado por el Estado, lo que debe ser de 
manera general, incluyendo tanto la que es producida o se encuentra en posesión 
de los órganos de gobierno, como la que es propia de los particulares; garantía 
que debe cumplirse no sólo respecto de su difusión, sino también de su recepción 
por el público en general o destinatarios del medio, pues el enunciado normativo 
previsto en el mandato constitucional no se limita a la información pública 
gubernamental. Así, cualquier marco normativo o política gubernamental debe 
empezar por garantizar el ejercicio de ese derecho, el cual si bien puede ser 
restringido excepcionalmente, las restricciones correspondientes deben estar 
fijadas por la ley y buscar la protección y respeto de algún interés o bien 
jurídicamente tutelado, como: a) los derechos o reputación de los demás, b) la 
seguridad nacional, c) el orden público, d) la salud pública, y, e) la moral pública; 
de ahí que, al ser la radiodifusión un medio tecnológico para ejercer dicho 
derecho, el Estado debe establecer las condiciones para su pleno ejercicio sin 
discriminación alguna, mediante políticas públicas en la materia; así, las 
restricciones deben cumplir con los criterios de: a) razonabilidad, esto es, deberá 
enfocarse a los fines perseguidos, y b) proporcionalidad, que se traduce en que la 
medida no impida el ejercicio de aquel derecho en su totalidad o genere en la 
población una inhibición en su ejercicio. 

1a. XIX/2012 (9a.) 
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Amparo en revisión 531/2011. Mie Nillu Mazateco, A.C. 24 de agosto de 
2011. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 

MARCAS. EL CONSENTIMIENTO OTORGADO POR SU TITULAR PARA 
PERMITIR SU USO EN EL COMERCIO NO IMPLICA AUTORIZACIÓN PARA EL 
REGISTRO DE UNA SIMILAR EN GRADO DE CONFUSIÓN A OTRA YA 
REGISTRADA.-Los artículos 91, fracción II, de la Ley de la Propiedad Industrial, 
1708 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y 16 del 
Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual 
relacionados con el Comercio establecen como excepción al impedimento de uso 
en el comercio de signos idénticos o similares para bienes o servicios que sean 
idénticos o similares a aquellos para los cuales se ha registrado una marca, el 
consentimiento otorgado por el titular. Sin embargo, éste no implica autorización 
para el registro de una marca similar en grado de confusión a otra ya registrada, 
por una parte, porque dicha posibilidad no está contemplada en la ley y, por otra, 
porque considerar lo contrario, se opondría a las disposiciones de orden público 
previstas en el ordenamiento inicialmente mencionado, que aseguran la protección 
de los derechos del público consumidor para que no incurra en error de 
percepción que lo lleve a atribuir a un producto o servicio, la calidad y 
características de un fabricante o prestador de servicios diverso; por ello, el 
consentimiento sólo es válido para entender autorizado el uso de una marca. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

I.7o.A.30 A (10a.) 

Amparo directo 705/2011. Fives. 29 de febrero de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretaria: Martha Izalia 
Miranda Arbona. 

MULTAS IMPUESTAS POR NO ENTERAR CONTRIBUCIONES RETENIDAS. 
SU PAGO PUEDE AUTORIZARSE EN PARCIALIDADES.-La prohibición 
contenida en el artículo 66-A, fracción VI, inciso c), del Código Fiscal de la 
Federación, de autorizar el pago en parcialidades de contribuciones retenidas, 
trasladadas o recaudadas, no resulta aplicable, por analogía, a las multas 
impuestas por no enterar contribuciones retenidas, por cuatro motivos: 1) la 
intención no es incumplir con la multa impuesta al particular en su carácter de 
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contribuyente y no de retenedor; 2) las excepciones que hace el citado precepto 
son de interpretación restringida, lo cual impide aplicar diversos casos que los 
previstos en la norma; 3) no es congruente suponer que exista la misma razón 
para cubrir a plazos una multa como la indicada, que para pagar así la 
contribución retenida, porque no se actualiza el caso de que se pretenda diferir la 
entrega de patrimonio ajeno en el que existe el interés público de que se entere 
por el retenedor en los plazos fijados legalmente, sino que la multa será sufragada 
directamente por el contribuyente; y, 4) porque la oportunidad que el Código Fiscal 
de la Federación otorga para realizar pagos en parcialidades o diferidos, debe 
inclinarse por la interpretación más favorable al contribuyente y al propio Estado, 
pues tal medida fue diseñada para generar beneficios a ambos; esto es, que éste 
no deje de percibir las contribuciones que le corresponden y que aquél pueda 
saldar la multa a plazos. Por tanto, el pago de tales sanciones económicas puede 
autorizarse en parcialidades. Lo anterior no contraviene la tesis 2a./J. 167/2004, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XX, diciembre de 2004, página 425, de rubro: "PAGO EN PARCIALIDADES. 
EL ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 66 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, AL NO 
AUTORIZAR ESA FORMA DE PAGO RESPECTO DE CONTRIBUCIONES 
RETENIDAS, TRASLADADAS O RECAUDADAS.", ya que la hipótesis analizada 
en este criterio se refiere a casos en los que los montos a enterar no son 
cantidades que deban salir del peculio del contribuyente. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.1o.A.169 A (9a.) 

Revisión fiscal 105/2009. Subadministrador de la Administración Local de 
Recaudación de Toluca en ausencia del Administrador Local de 
Recaudación de Toluca del Servicio de Administración Tributaria. 14 de 
enero de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen 
García González. Secretario: Carlos Alberto Bautista Medina. 

NEGATIVA FICTA. SE CONFIGURA ANTE LA FALTA DE RESOLUCIÓN DEL 
RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE 
SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, NO OBSTANTE QUE ÉSTA 
NO LO ESTABLEZCA.-Los artículos 23, fracción V, de la Ley del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo del Distrito Federal, en vigor desde el 1o. de enero de 
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1996 y 31, fracción V, de su ley orgánica, vigente a partir del 11 de septiembre de 
2009, establecen la procedencia del juicio contencioso administrativo contra la 
negativa ficta de las autoridades de la administración pública del Distrito Federal. 
Por otra parte, la impugnación de las resoluciones dictadas con motivo de un 
conflicto planteado contra la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, 
por un policía, con motivo de la prestación de servicios, es competencia del 
referido órgano, según lo determinó la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 82/98, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, 
diciembre de 1998, página 382, de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE 
LOS CONFLICTOS PLANTEADOS EN CONTRA DE LA SECRETARÍA DE 
SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, POR UN POLICÍA, CON 
MOTIVO DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS. CORRESPONDE, POR 
AFINIDAD, AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 
DISTRITO FEDERAL.". En estas condiciones, no obstante que la Ley de 
Seguridad Pública del Distrito Federal no fije un sistema específico de 
impugnación en caso de que el titular de dicha dependencia local no dicte 
resolución en el recurso de revisión previsto en el artículo 56 de la Ley de 
Seguridad Pública del Distrito Federal dentro del plazo previsto en el tercer párrafo 
de este precepto, se configura la negativa ficta en términos de los artículos 
inicialmente citados. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN EL 
DISTRITO FEDERAL. 

I.4o.(I Región) 1 A (10a.) 

Amparo directo 83/2012. Rafael González Mendoza. 10 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Urzúa Hernández. Secretaria: 
Susana Laura Rojas Castro. 

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. FORMA DE CALIFICARLO CUANDO SE 
PROPONGAN 2 JORNADAS DISTINTAS Y SE SEÑALE QUE LA RELACIÓN 
CONTINUARÁ CON LA ELEGIDA POR EL TRABAJADOR.-El hecho de que el 
ofrecimiento de trabajo se haga en los términos descritos, en principio podría llevar 
a considerar que otorga un beneficio al trabajador, por lo que no necesariamente 
debe calificarse de mala fe, pues la calificación no puede realizarse a partir de 
fórmulas rígidas o abstractas, sino acorde con los antecedentes de cada caso 
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concreto, la conducta de las partes y las demás circunstancias que permitan 
concluir, de manera prudente y racional, si la oferta revela la intención del patrón 
de continuar la relación laboral, en cuyo caso el ofrecimiento debe calificarse de 
buena fe, pero si se advierte algún otro propósito que lleve a estimar que no 
cumple con dicha intención, será de mala fe. 

2a./J. 48/2012 (10a.) 

Contradicción de tesis 21/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Décimo Tercero en Materia de Trabajo del Primer Circuito y 
Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 25 
de abril de 2012. Mayoría de tres votos; votó con salvedad José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Luis María Aguilar 
Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda. 

Tesis de jurisprudencia 48/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del dos de mayo de dos mil doce. 

PENSIÓN CON CARGO AL ERARIO FEDERAL O AL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO. ES SUFICIENTE QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA AFECTE DE 
MANERA DIRECTA SU MONTO, PARA QUE SE ACTUALICE EL SUPUESTO 
DE PROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN VI, DE LA LEY ORGÁNICA DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.-El citado 
dispositivo establece: "Artículo 14. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones 
definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a continuación: 
... VI. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sean con cargo al erario 
federal o al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado.". Por ende, es suficiente que la resolución impugnada afecte de manera 
directa el monto de una pensión que esté recibiendo el pensionista con cargo al 
erario federal o al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado, para que se actualice el supuesto de procedencia del juicio 
contencioso administrativo previsto en dicha hipótesis, sin que sea necesario que 
la resolución se dicte (o se actualice en negativa ficta), con motivo de alguna 
solicitud directa de incremento o modificación a la mencionada pensión, porque tal 
interpretación sería restrictiva y/o rigorista, en demérito del espíritu que orienta a la 
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garantía de acceso a una administración de justicia pronta, completa e imparcial, 
que a favor de los particulares tutela el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 
ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

XXI.1o.P.A.5 A (10a.) 

Amparo directo 511/2011. Fernando Varela Morales. 26 de enero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Carreón Hurtado. Secretario: 
Ernesto Fernández Rodríguez. 

PENSIÓN POR VIUDEZ. PARA SU OTORGAMIENTO, EL REQUISITO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 132 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL PUEDE 
ACREDITARSE CON EL TIEMPO ININTERRUMPIDO QUE SE VIVIÓ EN 
CONCUBINATO Y, POSTERIORMENTE, EN MATRIMONIO CON EL 
ASEGURADO.-La Declaración Universal de los Derechos Humanos en sus 
artículos 16, punto 3 y 25, punto 1, así como la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en su artículo 17, punto 1, consideran que la familia es el 
elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la 
sociedad y el Estado; así que la familia asimismo, tiene derecho a los seguros de 
viudez. Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
sus numerales 4o. y 123, apartado A, fracción XXIX, la privilegia otorgándole 
estabilidad y protección. Por otro lado, los artículos 130 y 132 de la Ley del Seguro 
Social establecen, respectivamente, que tendrá derecho a la pensión de viudez la 
que fue esposa del asegurado pensionado por invalidez; y, a falta de ésta, la 
concubina, así como el requisito del tiempo que debe existir entre la muerte del 
asegurado y la fecha del matrimonio, pues la pensión debe otorgarse a quien 
sostuvo una relación de convivencia continua con el trabajador antes de su 
muerte. En este contexto, de la interpretación armónica de los numerales citados, 
se concluye que el acreditamiento del tiempo entre la muerte del asegurado y el 
matrimonio, puede integrarse con el tiempo ininterrumpido que se vivió en 
concubinato y, posteriormente, en matrimonio con el asegurado, pues sólo así, se 
logra la protección de los derechos humanos reconocidos a favor de la familia, en 
específico a la viuda, quien vivió en forma continua, primero en su carácter de 
concubina y luego como cónyuge. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO 
DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

VII.3o.P.T.1 L (10a.) 

Amparo directo 524/2011. Instituto Mexicano del Seguro Social. 7 de 
febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Mario A. Flores García. 
Secretaria: Claudia Vázquez Montoya. 

PODER GENERAL PARA PLEITOS Y COBRANZAS. SI EN EL ACTA 
CONSTITUTIVA DE UNA PERSONA MORAL SE SEÑALA QUE DIVERSAS 
PERSONAS FÍSICAS PUEDEN DELEGAR PODER, Y SÓLO UNA DE ELLAS 
EJERCITA ESA FACULTAD, SI NO EXISTE SEÑALAMIENTO EXPRESO DE 
QUE AQUÉLLAS DEBEN ACTUAR CONJUNTAMENTE, EL ASÍ OTORGADO 
ES VÁLIDO.-Cuando en el acta constitutiva de una persona moral se señala que 
existen diversas personas físicas con facultades para delegar poder (pues éste se 
concede al presidente del consejo de administración o al administrador único o al 
director general y al gerente) y sólo uno de ellos ejercita esa facultad mediante un 
poder general para pleitos y cobranzas; si en el referido instrumento notarial no se 
realizó el señalamiento expreso en el sentido de que para poder delegarlo debían 
hacerlo conjuntamente, debe entenderse que pueden realizarlo conjunta o 
separadamente, porque el deseo de establecer limitantes en la delegación del 
mandato debe asentarse fehacientemente a fin de evitar confusiones o 
extralimitaciones al momento de transmitir las facultades; de ahí que al no 
advertirse del acta constitutiva la intención de condicionar que la transmisión del 
mandato se lleve a cabo conjuntamente, se concluye que aquélla puede realizarla 
cualquiera de los facultados para ello. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 

VII.2o.(IV Región) 3 C (10a.) 

Amparo directo 792/2011. Transportes Piza, S.A. de C.V. 1o. de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. 
Secretario: Ángel Rosas Solano. 

PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL. LOS 
ARTÍCULOS 36, FRACCIÓN I, 37, FRACCIÓN I Y 39, FRACCIÓN I, DE SU LEY 
ORGÁNICA AL RESTRINGIR A LOS MEXICANOS POR NATURALIZACIÓN, EL 
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ACCESO A LOS CARGOS QUE REFIEREN, VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.-Los citados preceptos, en las porciones 
normativas de las fracciones indicadas, al restringir el acceso a los cargos de 
agente del Ministerio Público, oficial secretario del Ministerio Público y agente de 
la Policía de Investigación a quienes no sean mexicanos por nacimiento, 
contravienen los artículos 1o., párrafo quinto, 32 y 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, al establecer una distinción discriminatoria para 
el acceso a esos empleos públicos a los mexicanos por naturalización y, por tanto, 
violan el principio de igualdad y no discriminación. Lo anterior es así, porque vistas 
las funciones de los indicados servidores públicos, previstas en los artículos 73, 74 
y 40, respectivamente, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal, no se justifica tal exigencia, pues aquéllas no se vinculan con 
cuestiones de soberanía, identidad o seguridad nacional, y si bien en el caso de 
los agentes de la Policía de Investigación sus actividades se vinculan con la 
seguridad pública, ello no justifica que sólo ocupen ese cargo los mexicanos por 
nacimiento. 

P. II/2012 (10a.) 

Acción de inconstitucionalidad 20/2011. Procuradora General de la 
República. 9 de enero de 2012. Mayoría de diez votos en relación con el 
sentido; mayoría de siete votos a favor de las consideraciones; votó con 
salvedades: Jorge Mario Pardo Rebolledo; votaron en contra de las 
consideraciones: José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; votó en contra del sentido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretaria: Laura García Velasco. 

El Tribunal Pleno, el tres de mayo en curso, aprobó, con el número II/2012 
(10a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a tres de 
mayo de dos mil doce. 

PROVIDENCIA PRECAUTORIA. LA DETERMINACIÓN QUE NIEGA FIJAR UNA 
CONTRAGARANTÍA PARA QUE SE LEVANTE, SÍ ADMITE RECURSO 
(INTERPRETACIÓN CONTRARIA DEL ARTÍCULO 254 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO).-De la interpretación 
sistemática de los artículos 249, 251, 252, 253 y 254, del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, se advierte que la determinación que 
niega fijar una contragarantía, a fin de que se levante una providencia precautoria, 
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no es equiparable a aquellas que el referido precepto 254 cataloga como 
irrecurribles, ya que sus efectos son exactamente los contrarios; de ahí que, no 
debe declararse irrecurrible, pues ello implicaría contrariar la voluntad del 
legislador, que en aras de mantener un equilibrio procesal entre las partes, otorgó 
la posibilidad de que el perjudicado con la providencia precautoria pueda 
neutralizar sus efectos a través de una caución suficiente para responder de lo 
reclamado; en ese sentido, si no se otorgara la oportunidad de recurrir la 
determinación que niega fijar la contragarantía se vulneraría el derecho de 
defensa del afectado con la medida. 

1a./J. 50/2012 (10a.) 

Contradicción de tesis 346/2011. Suscitada entre el Quinto y el Tercer 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 29 de 
febrero de 2012. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por lo que se refiere a la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Óscar Vázquez Moreno. 

 

Tesis de jurisprudencia 50/2012 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiocho de marzo de dos mil 
doce. 

PRUEBA CONFESIONAL EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. SI LA JUNTA 
CONSIDERA QUE LAS RESPUESTAS DEL ABSOLVENTE SON EVASIVAS 
DEBE APERCIBIRLO DE TENERLO POR CONFESO SI PERSISTE EN ESA 
ACTITUD.-Cuando en la diligencia de desahogo de la prueba confesional la Junta, 
luego de calificar de legales las posiciones, estime que las respuestas del 
absolvente son evasivas, por ejemplo, cuando conteste con un "No, y aclaro que la 
verdad está en mi demanda", o niegue sistemáticamente todas las posiciones, 
agregando que se remite al escrito de demanda, debe apercibirlo de tenerlo por 
confeso si persiste en esa actitud. Lo anterior porque si bien de la negativa dada 
por el absolvente a las posiciones y lo que haya manifestado en su escrito de 
demanda laboral puede resultar incluso una contradicción, ello no puede dar lugar, 
simple y llanamente, a que en el laudo se considere que lo manifestado por aquél 
sea falso o constituya una prueba indiciaria en su contra pues, conforme al artículo 
790, fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo, en relación con la fracción II del 
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propio precepto, las explicaciones que agregue el absolvente deben guardar 
relación con la afirmación o negación que realice a su respuesta; y por disposición 
expresa de la fracción VII del citado artículo, si esa respuesta es evasiva, la Junta, 
de oficio o a instancia de parte lo apercibirá en el acto de tenerlo por confeso si 
persiste en ello, lo que se traduce, además, en la condición sine qua non para que 
en el fallo pueda valorarse esa conducta procesal contra los intereses del 
absolvente, dado que con dicha mecánica, además de tener certeza respecto de 
la conducta procesal asumida, se posibilita que el conocimiento de los elementos 
objetivos evidencien los hechos que se afirman en la demanda o en la 
contestación, que es para lo que son útiles los medios de prueba. Así, para que la 
aceptación de los hechos o la confesión ficta tenga cabida, la ley prevé justamente 
el apercibimiento precisado, que de no efectuarse, vicia el procedimiento en tanto 
se desahoga la prueba confesional en contravención del artículo 790, fracción VII, 
de la Ley Federal del Trabajo, y contra el afán de conocer la verdad de los hechos 
debatidos, vicio que trascenderá si el resultado de la prueba y la valoración que le 
atribuya el tribunal de trabajo incide en el sentido del laudo, generando un 
perjuicio. 

2a./J. 50/2012 (10a.) 

Contradicción de tesis 4/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Cuarto y Primero, ambos del Décimo Octavo Circuito. 2 de 
mayo de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Úrsula 
Hernández Maquívar. 

Tesis de jurisprudencia 50/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de mayo de dos mil doce. 

PRUEBA PRESUNCIONAL. SU IMPORTANCIA EN MATERIA CIVIL.-En la 
materia civil revisten singular importancia las presunciones, como consecuencias 
conjeturales que la ley o el juzgador construye a partir de un hecho o hechos 
conocidos para acceder a otros desconocidos; de ahí que resultan imprescindibles 
las amplias facultades con las que el Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal ha dotado al juzgador en el artículo 402, en relación con los 
numerales 379 al 383, para resolver los negocios judiciales sometidos a su 
potestad; lo que al mismo tiempo pone de relieve la gran responsabilidad que tiene 
a su cargo para decidir con sentido de justicia, y más aún con equidad, por ser 
ésta la justicia de cada asunto en concreto, según las circunstancias, condiciones 
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y eventualidades particulares, evidenciadas en los hechos controvertidos y 
justificados con los correspondientes medios de convicción, después de que ha 
realizado una ponderación prudente, ajustada al sentido común, así como al 
raciocinio lógico y a su experiencia, sin olvidar el buen criterio y la buena fe que 
deben acompañar a todo juzgador. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

I.5o.C. J/38 (9a.) 

Amparo directo 309/2010. 10 de junio de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón. 

 

Amparo directo 170/2011. 25 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

 

Amparo directo 371/2011. 22 de julio de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Hiram Casanova Blanco.  

 

Amparo directo 460/2011. 18 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Miguel Ángel González Padilla.  

 

Amparo directo 782/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

PRUEBAS. SU VALORACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 402 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL.-El 
artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 
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establece que los Jueces, al valorar en su conjunto los medios de prueba que se 
aporten y se admitan en una controversia judicial, deben exponer cuidadosamente 
los fundamentos de la valoración jurídica realizada y de su decisión, lo que 
significa que la valoración de las probanzas debe estar delimitada por la lógica y la 
experiencia, así como por la conjunción de ambas, con las que se conforma la 
sana crítica, como producto dialéctico, a fin de que la argumentación y decisión del 
juzgador sean una verdadera expresión de justicia, es decir, lo suficientemente 
contundentes para justificar la determinación judicial y así rechazar la duda y el 
margen de subjetividad del juzgador, con lo cual es evidente que se deben 
aprovechar "las máximas de la experiencia", que constituyen las reglas de vida o 
verdades de sentido común. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

I.5o.C. J/36 (9a.) 

Amparo directo 309/2010. 10 de junio de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón. 

Amparo directo 170/2011. 25 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

Amparo directo 371/2011. 22 de julio de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Hiram Casanova Blanco. 

Amparo directo 460/2011. 18 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Miguel Ángel González Padilla. 

Amparo directo 782/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón. 

QUEJA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 95 DE LA LEY DE 
AMPARO. LA SUSPENSIÓN DERIVADA DE SU ADMISIÓN IMPLICA LA 
PARALIZACIÓN TOTAL DEL JUICIO DE AMPARO.-La suspensión derivada de 
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la admisión del indicado recurso, en los supuestos establecidos en los artículos 53 
y 101 de la Ley de Amparo, tiene como fin conservar la litis constitucional desde la 
interposición del referido medio de defensa hasta su resolución, con el objeto de 
que se detenga el trámite del juicio de amparo para que no se afecten los 
derechos del promovente y subsista la materia del reclamo, para cuyo efecto el 
juzgador debe analizar que efectivamente se colmen los requisitos previstos en el 
precepto citado en último lugar. Para que esta protección sea efectiva, la 
suspensión debe ser total y no parcial, en virtud de que sería muy difícil discernir 
qué tipo de actuación no resulta o resultaría vinculada con la  materia de la queja y 
sus efectos. Por tanto, la suspensión a que hace referencia el artículo 95, fracción 
VI, de la  Ley de Amparo debe ser total, tanto de la celebración de la audiencia 
constitucional y, por consiguiente, del dictado de la sentencia correspondiente, 
como del trámite de amparo en su conjunto, por lo que no ha lugar a un 
seguimiento parcial del procedimiento del juicio; lo anterior, en el entendido de que 
dicha suspensión no involucra al incidente de suspensión ni a los recursos 
pendientes de resolución en otra instancia. 

P./J. 4/2012 (10a.) 

Contradicción de tesis 445/2010. Entre las sustentadas por la Primera y la 
Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 21 de 
febrero de 2012. Mayoría de ocho votos; votaron en contra: Margarita 
Beatriz Luna Ramos, Sergio A. Valls Hernández y Juan N. Silva Meza. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola 
Mendoza. 

 

El Tribunal Pleno, el tres de mayo en curso, aprobó, con el número 4/2012 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a 
tres de mayo de dos mil doce. 

RECURSO DE REVOCACIÓN. CUANDO EL CONTRIBUYENTE ACREDITE 
HABERLO INTERPUESTO EN TIEMPO Y FORMA, LA AUTORIDAD 
SUSPENDERÁ EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN, 
ATENTO AL DERECHO PREVISTO EN FAVOR DE AQUÉL EN EL ARTÍCULO 
144 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.-Si bien es cierto que conforme 
al artículo 127 del Código Fiscal de la Federación y a lo sostenido por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 
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18/2009, publicada en la página 451 del Tomo XXIX, marzo de 2009, del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, de rubro: 
"PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. POR REGLA 
GENERAL, LAS VIOLACIONES COMETIDAS ANTES DEL REMATE SON 
IMPUGNABLES MEDIANTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
HASTA QUE SE PUBLIQUE LA CONVOCATORIA RESPECTIVA, ACORDE CON 
EL ARTÍCULO 127, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 28 DE JUNIO DE 2006.", las 
violaciones cometidas en el procedimiento administrativo de ejecución sólo podrán 
impugnarse hasta que se publique la convocatoria de remate, también lo es que el 
artículo 144 del citado código prevé un derecho en favor del contribuyente para 
que la autoridad hacendaria no inicie ese procedimiento, cuando acredite que 
interpuso el recurso de revocación. En otras palabras, un crédito fiscal no podrá 
ejecutarse dentro del plazo de cuarenta y cinco días contados a partir de su 
notificación, si antes de concluir el contribuyente interpone el mencionado medio 
de impugnación en tiempo y forma, pues a partir de que lo haga, puede garantizar 
el interés fiscal dentro del plazo de cinco meses siguientes, lo que conlleva a que 
en ese lapso la autoridad suspenda el procedimiento administrativo de ejecución. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.1o.A.173 A (9a.) 

Revisión fiscal 82/2010. Administrador Local Jurídico de Naucalpan, unidad 
administrativa encargada de la defensa jurídica del Secretario de 
Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración 
Tributaria y de la autoridad demandada. 10 de junio de 2010. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretaria: Amanda Jiménez Vargas. 

RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS. ANTES DE FIJARLO EL 
JUZGADOR DEBE LLAMAR AL MENOR PARA SER ESCUCHADO, INCLUSO 
DE MANERA OFICIOSA.-En atención a que el régimen de visitas y convivencias 
es un derecho humano del menor que se debe respetar en términos de los 
artículos 1o. de la Constitución Federal; 1 al 41 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño; 3, 4, 7, 41, 48 y 49 de la Ley para la Protección de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 1 y 4 de la Ley de los Derechos de las 
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Niñas y Niños en el Distrito Federal; y 282, apartado B, fracción III, y 283, fracción 
III, y último párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal; el juzgador se 
encuentra legalmente obligado a llamar al menor para que sea escuchado antes 
de fijar el régimen de visitas y convivencias al que deberá estar sujeto con sus 
progenitores, lo que deberá hacer oficiosamente en términos del artículo 941 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, pues con ello se 
garantiza que las visitas y convivencias sean resueltas conforme al interés 
superior del menor. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

I.5o.C. J/39 (9a.) 

Amparo directo 309/2010. 10 de junio de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

Amparo directo 733/2010. 25 de noviembre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Hiram Casanova Blanco.  

Amparo directo 170/2011. 25 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

Amparo directo 371/2011. 22 de julio de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Hiram Casanova Blanco.  

Amparo directo 782/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón. 

RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS. DEBE ESCUCHARSE AL MENOR 
ANTES DE FIJARLO, AUN CUANDO LOS PADRES LO HAYAN CONVENIDO.-
El hecho de que los padres del menor estén de acuerdo con el régimen de visitas 
y convivencias, no es obstáculo para que aquél pueda ejercer su derecho a 
conocer y opinar sobre el régimen al que estará sujeto, pues se trata de un 
derecho humano que se debe respetar en términos de los artículos 1o. de la 
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Constitución Federal; 1 a 41 de la Convención sobre los Derechos del Niño; 3, 4, 
7, 41, 48 y 49 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes; 1 y 4 de la Ley de los Derechos de las Niñas y Niños en el Distrito 
Federal; y 282, apartado B, fracción III, y 283, fracción III, y último párrafo, del 
Código Civil para el Distrito Federal. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

I.5o.C. J/34 (9a.) 

Amparo directo 309/2010. 10 de junio de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

Amparo directo 733/2010. 25 de noviembre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Hiram Casanova Blanco.  

Amparo directo 170/2011. 25 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

Amparo directo 371/2011. 22 de julio de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Hiram Casanova Blanco.  

Amparo directo 782/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón. 

RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS. EL MENOR DEBE SER 
ESCUCHADO POR EL JUEZ ANTES DE SU FIJACIÓN PARA PRESERVAR SU 
DIGNIDAD HUMANA.-En términos de los artículos 1o. de la Constitución Federal; 
1 a 41 de la Convención sobre los Derechos del Niño; 3, 4, 7, 41, 48 y 49 de la Ley 
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 1 y 4 de la 
Ley de los Derechos de las Niñas y Niños en el Distrito Federal; y 282, apartado B, 
fracción III, y 283, fracción III, y último párrafo, del Código Civil para el Distrito 
Federal, para preservar la dignidad humana del menor, el juzgador debe 
escucharlo antes de fijar el régimen de visitas y convivencias. 
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QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

I.5o.C. J/35 (9a.) 

Amparo directo 309/2010. 10 de junio de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

Amparo directo 733/2010. 25 de noviembre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Hiram Casanova Blanco.  

Amparo directo 170/2011. 25 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón.  

Amparo directo 371/2011. 22 de julio de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: 
Hiram Casanova Blanco.  

Amparo directo 782/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya 
Herrejón. 

REGISTRO PATRONAL OTORGADO POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL. SI EL ASENTADO EN DISTINTOS DOCUMENTOS 
COINCIDE EN SUS DIEZ PRIMEROS CARACTERES, PUEDE AFIRMARSE 
QUE HAY IDENTIDAD ENTRE ÉSTE Y EL OBLIGADO DE QUE SE TRATE, 
AUN CUANDO NO CONCUERDE EL ÚLTIMO.-Los artículos 1, 12, 13 y 14 del 
Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de 
Empresas, Recaudación y Fiscalización establecen que el Instituto Mexicano del 
Seguro Social otorgará un número de registro patronal a la persona física o moral 
que tenga ese carácter, el cual utilizará en cualquier gestión que realice ante las 
unidades administrativas centrales y de operación administrativa desconcentrada 
del indicado organismo o en los lugares que éste habilite para los trámites materia 
del propio reglamento. Por otra parte, el citado instituto cuenta con un 
procedimiento propio y exclusivo para el otorgamiento del referido registro 
patronal, y para tal efecto, en el año 2009 contó con el Procedimiento para el 
Trámite de Alta del Registro Patronal 9210-003-109, el cual define que el número 
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de registro patronal es una clave alfanumérica asociada a la identidad patronal y a 
un determinado número de trabajadores asegurados a su cargo y, que bajo el 
registro se acreditan las responsabilidades establecidas en la Ley del Seguro 
Social, además de ser la llave de entrada en materia de los sistemas de 
informática, así como para la integración y actualización del catálogo de patrones. 
Dicho registro consta de once caracteres o dígitos: las primeras 3 posiciones 
constituyen la clave alfanumérica asignada al Municipio en se ubique el patrón; de 
la 4 a la 8 es el número de serie progresivo dentro de cada Municipio, en un rango 
que inicia con el 10001 y termina en el 99999; las posiciones 9 y 10 precisan la 
modalidad de aseguramiento de acuerdo a la tabla relativa y la posición 11 
corresponde al dígito verificador que impone el sistema, de acuerdo con los 
valores dados a cada una de las posiciones para validar la correcta estructura del 
registro. En esas condiciones, si el registro patronal asentado en distintos 
documentos expedidos por el Instituto Mexicano del Seguro Social coincide en sus 
diez primeros caracteres, puede afirmarse que hay identidad entre éste y el 
obligado de que se trate, ya que son las diez posiciones con mayor importancia, 
aun cuando no concuerde la última, que corresponde al dígito verificador que 
impone el sistema. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.1o.A.176 A (9a.) 

Revisión fiscal 387/2010. Titular de la Jefatura de los Servicios Jurídicos de 
la Delegación Regional Veracruz Sur, a nombre del Titular de la 
Subdelegación Coatzacoalcos, dependiente de dicha Delegación, ambos 
del Instituto Mexicano del Seguro Social. 24 de febrero de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretaria: Amanda Jiménez Vargas. 

Nota: Por ejecutoria del 5 de octubre de 2011, la Segunda Sala declaró 
inexistente la contradicción de tesis 356/2011 derivada de la denuncia de 
la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que los 
Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron aspectos de 
valoración jurisdiccional. 

REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL DELITO DE HOMICIDIO. EL MONTO DE LA 
INDEMNIZACIÓN RELATIVA CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 144 DEL CÓDIGO 
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PENAL PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, COMPRENDE 730 DÍAS DE 
SALARIO QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 502 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, MULTIPLICADO POR TRES TANTOS, MÁS DOS MESES DE 
SALARIO POR CONCEPTO DE GASTOS FUNERARIOS.-El artículo 144 del 
Código Penal para el Estado Nuevo León señala: "La reparación del daño y 
perjuicio a que se refieren las fracciones II y IV del artículo anterior, será fijada por 
los Jueces tomando en cuenta las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo y el 
Código Civil vigente en el Estado, sin perjuicio de valorarlas proporcionalmente 
según el daño y perjuicio causado, el delito cometido, lo obtenido por el delito, las 
condiciones de la víctima, y especialmente las condiciones económicas del 
obligado a pagarlo, pero tratándose de homicidio será de tres tantos de lo 
establecido por la Ley Federal del Trabajo, para el caso de muerte.". Dicho 
precepto establece una regla especial para cuantificar el monto de la 
indemnización por muerte del ofendido, remitiéndose implícitamente a los artículos 
500 y 502 de la Ley Federal del Trabajo, que disponen: "Artículo 500. Cuando el 
riesgo traiga como consecuencia la muerte del trabajador, la indemnización 
comprenderá: I. Dos meses de salario por concepto de gastos funerarios; y II. El 
pago de la cantidad que fija el artículo 502." y "Artículo 502. En caso de muerte del 
trabajador, la indemnización que corresponda a las personas a que se refiere el 
artículo anterior será la cantidad equivalente al importe de setecientos treinta días 
de salario, sin deducir la indemnización que percibió el trabajador durante el 
tiempo en que estuvo sometido al régimen de incapacidad temporal.". De la 
interpretación de los citados artículos se concluye que, tratándose de la reparación 
del daño en el delito de homicidio, el monto de la indemnización relativa contenida 
en el invocado artículo 144, comprende 730 días de salario que prevé el numeral 
502 de la mencionada Ley Federal del Trabajo, multiplicados por tres tantos, más 
dos meses de salario por concepto de gastos funerarios. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

IV.2o.P. J/4 (9a.) 

Amparo directo 122/2010. 10 de junio de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Luisa Martínez Delgadillo. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona. 
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Amparo directo 165/2010. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Luisa Martínez Delgadillo. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona. 

Amparo directo 171/2010. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Luisa Martínez Delgadillo. Secretario: Héctor Manuel 
Banda Flores. 

Amparo directo 213/2010. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Luisa Martínez Delgadillo. Secretario: Héctor Manuel 
Banda Flores. 

Amparo directo 214/2010. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Luisa Martínez Delgadillo. Secretario: Héctor Manuel 
Banda Flores. 

SEGURO DE DESEMPLEO. PROCEDENCIA DE LA INDEMNIZACIÓN CUANDO 
SE SUSTENTA EN UN CONVENIO DE TERMINACIÓN DE LAS RELACIONES 
LABORALES EN EL QUE SE OTORGAN AL TRABAJADOR ASEGURADO 
LAS PRESTACIONES ECONÓMICAS A QUE TIENE DERECHO.-La 
circunstancia de que la terminación de las relaciones laborales se haya dado por 
mutuo consentimiento entre el patrón y el trabajador mediante un convenio fuera 
de juicio en términos del artículo 987 de la Ley Federal del Trabajo, no implica por 
sí misma que el desempleo no sea involuntario. Por el contrario, en tal supuesto, 
debe presumirse que el desempleo fue involuntario y que por ello, el empleador 
tuvo que pagar las contraprestaciones que por ese motivo tenía derecho su 
trabajador, pues de no ser así, no hubiera tenido derecho a éstas; de tal suerte 
que dicho convenio debe estimarse suficiente para tener por demostrado que se 
actualizó el riesgo contratado, es decir, el desempleo involuntario del asegurado. 
Por otra parte, si las prestaciones que se le otorgaron fueron con motivo del 
finiquito laboral, es claro que no está percibiendo dinero por su trabajo personal. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

I.5o.C.3 C (10a.) 

Amparo directo 47/2011. Seguros Santander, S.A., Grupo Financiero 
Santander. 1o. de marzo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Jaime Delgadillo Moedano. 
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SENTENCIA. LA DEMORA EN SU DICTADO, EN CONTRAVENCIÓN AL 
DERECHO FUNDAMENTAL SUBJETIVO PÚBLICO DE QUE SE ADMINISTRE 
JUSTICIA DE MANERA PRONTA, CAUSA UNA AFECTACIÓN DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO.-Conforme al espíritu 
que persiguen las reformas constitucionales de 6 y 10 de junio de 2011, que 
reconocen la progresividad de los derechos humanos, mediante la expresión del 
principio pro persona en preferencia de la interpretación de normas que 
favorezcan y brinden mayor protección a las personas, siendo uno de esos 
derechos el de acceso a la justicia, entendida ésta como la solución de aspectos 
litigiosos dentro de los términos y plazos establecidos por las leyes, lo que 
significa que la litis debe ser resuelta fundada y motivadamente; como la violación 
a la garantía prevista en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos se manifiesta a través de un acto negativo o una omisión en 
sentido estricto, que puede presentarse de dos maneras: la primera consiste en 
que la autoridad no desarrolle el juicio dentro de los términos y plazos previstos 
legalmente, y, la segunda se actualiza cuando la autoridad no provea nada o deje 
de hacer lo conducente para la tramitación y culminación del procedimiento 
respectivo; la demora en el dictado de la sentencia definitiva, en contravención al 
derecho fundamental subjetivo público de que se administre justicia de manera 
pronta, causa al quejoso una afectación de imposible reparación impugnable en 
amparo indirecto. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

VI.2o.C.4 K (10a.) 

Amparo en revisión 107/2012. Raúl Wilfrido Meneses Hernández. 19 de 
abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Juan Carlos Cortés Salgado. 

SILENCIO CONTRACTUAL. SU SIGNIFICADO Y ALCANCE.-La aceptación 
contractual ordinariamente viene configurada por una declaración expresa de 
conformidad con los términos planteados en la propuesta respectiva; sin embargo, 
en ocasiones el aceptante no exterioriza su voluntad de modo explícito, sino que 
ésta se deduce de su conducta (facta concludentia; facta ex quibus voluntas 
concludi potest); en esta hipótesis, se está frente al denominado consentimiento 
tácito, donde se aprecia una conducta que no es por sí misma significativa de una 
declaración de voluntad, a diferencia de lo que sucede con las conductas 
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expresivas. En el caso de la aceptación tácita, de la conducta observada por el 
destinatario de la oferta contractual debe inferirse la voluntad de aceptarla 
(indicium voluntatis), por ser aquélla incompatible con la voluntad contraria. Esta 
manifestación indirecta de la voluntad de aceptar se realiza a través de actos que, 
por sí mismos, no expresan dicha voluntad y, en ocasiones, son equívocos. Por 
ello, frecuentemente hay que recurrir a otros datos para poder determinar si existe 
o no aceptación tácita. En cuanto al silencio como aceptación de los términos 
contractuales, cabe señalar que supone una conducta completamente inactiva, es 
decir, que la persona no manifiesta su voluntad, ni expresa, ni tácitamente, pues el 
sujeto no tiene ningún comportamiento que pueda descubrir una exteriorización de 
su voluntad. Ahora bien, para el análisis del valor del silencio como manifestación 
del consentimiento ha de partirse de un concepto restrictivo de aquél, como 
inactividad del sujeto. En ese sentido, en principio, el comportamiento silencioso 
no produce, por sí mismo, efecto jurídico positivo alguno, por lo que la inactividad 
de quien ha recibido la propuesta no puede, por sí sola, constituir una 
manifestación de voluntad de aceptación, ya que el silencio es una simple 
abstención de hacer o decir y, desde el punto de vista objetivo, carece de 
significado positivo. Si se sostuviera que quien calla consiente, se provocaría una 
situación de claro perjuicio para quien recibe una oferta, ya que estaría obligado a 
contestar para no verse vinculado contractualmente, y consentir una intromisión de 
este tipo en la esfera jurídica de las personas, provocaría que éstas se vieran en la 
obligación permanente de contestar todas las ofertas recibidas. En ese orden de 
ideas, se concluye que sólo la norma legal o la voluntad previamente expresada 
de las partes pueden determinar que la inactividad de quien recibió la oferta deba 
considerarse como aceptación. Así, cuando las partes han convenido previamente 
que el silencio de quien recibe la oferta es equivalente a una declaración de 
aceptación, la observancia de tal silencio constituirá una declaración expresa de  
voluntad, y lo mismo sucede cuando es la propia ley la que atribuye un significado 
concreto al silencio, supuesto en el que se estaría frente a una manifestación de la 
voluntad legalmente tipificada, en cuanto se concede al silencio una eficacia 
similar a la de la aceptación. 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.8o.C.1 C (10a.) 
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Amparo directo 75/2012. Ingenieros Civiles Asociados, S.A. de C.V. 18 de abril de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: 
María Teresa Lobo Sáenz. 

VALOR AGREGADO. SÓLO PUEDE SANCIONARSE A UN CONTRIBUYENTE 
EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, POR ASPECTOS VINCULADOS CON LA OBLIGACIÓN 
DE PROPORCIONAR INFORMACIÓN DE OPERACIONES CON SUS 
PROVEEDORES, ENTENDIDOS ÉSTOS COMO LOS SUJETOS QUE 
SUMINISTRAN A OTROS LAS EXISTENCIAS NECESARIAS PARA EL 
DESARROLLO DE SU ACTIVIDAD.-Acorde con la naturaleza y objeto del 
impuesto al valor agregado, la relación tributaria derivada de esa contribución 
queda integrada entre el fisco federal y los sujetos obligados a su pago (personas 
físicas o morales que enajenen bienes, presten servicios independientes, otorguen 
el uso o goce temporal de bienes, importen bienes o servicios y los obligados a 
realizar la retención del impuesto); además, como terceros ajenos a dicha relación, 
pero vinculados con ella en la medida en que intervienen en el proceso productivo, 
se identifican el productor o proveedor y el consumidor final. Así, puede 
establecerse que el tercero, como persona ajena a la relación tributaria, es el 
género y el proveedor, la especie, al ser el sujeto que suministra un producto para 
que, a su vez, quien lo reciba lo transforme y/o enajene a otro. Entonces, sólo 
puede sancionarse a un contribuyente en términos de la fracción VIII del artículo 
32 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, por aspectos vinculados con la 
obligación de proporcionar información de operaciones con sus proveedores, 
entendidos éstos como los sujetos que suministran a otros las existencias 
necesarias para el desarrollo de su actividad, y no como cualquier tercero ajeno a 
la relación tributaria. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

II.1o.A.178 A (9a.) 

Revisión fiscal 83/2011. Subadministradora de la Administración Local 
Jurídica de Naucalpan, en suplencia por ausencia del Administrador 
Local Jurídico de Naucalpan, unidad administrativa encargada de la 
defensa jurídica del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe 
del Servicio de Administración Tributaria. 2 de junio de 2011. Unanimidad 
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de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretaria: 
Adriana Yolanda Vega Marroquín. 

 

 

VÍA MERCANTIL. RESULTA IMPROCEDENTE CUANDO SE RECLAMA EL 
PAGO DEL ADEUDO DERIVADO DE UN CONTRATO DE PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS DE SEGURIDAD Y VIGILANCIA, AL NO CONSTITUIR UN ACTO 
DE COMERCIO, NO OBSTANTE QUE HAYA SIDO DOCUMENTADO A 
TRAVÉS DE FACTURAS.-De conformidad con el artículo 1049 del Código de 
Comercio, los juicios mercantiles tienen por objeto ventilar y decidir las 
controversias que deriven de actos de comercio. Así, para determinar si una 
controversia debe ser tramitada en vía ordinaria u oral mercantil, es necesario 
analizar si realmente queda sustentada en un acto de comercio, para lo cual, debe 
acudirse al contenido del artículo 75 del mismo ordenamiento, que establece 
aquellos supuestos que la ley reputa como tales. De esta forma, un determinado 
acto jurídico será de comercio sólo si se subsume en cualquiera de sus primeras 
veinticuatro fracciones, o tiene una naturaleza análoga a cualquiera de ellas, 
independientemente de que en ese acto hubiese intervenido un comerciante. Por 
lo tanto, la vía mercantil resulta improcedente en aquellos casos en que la 
controversia consiste en el pago del adeudo derivado de un contrato por virtud del 
cual una corporación policiaca se obligó a prestar servicios de seguridad y 
vigilancia a un particular, al no subsumirse dicho acuerdo de voluntades en 
ninguna de las primeras veinticuatro fracciones del precepto aludido, ni tener 
naturaleza análoga a cualquiera de ellas, por lo cual no puede constituir un acto de 
comercio no obstante que el actor acompañe a su demanda diversas facturas 
expedidas con motivo de ese adeudo, pues tales documentos, por no tener origen 
en una relación contractual de naturaleza mercantil,  tampoco adquieren dicha 
calidad comercial, sino que únicamente podrían constituir un elemento de prueba 
sobre el importe reclamado, pero no modifican o confieren una naturaleza jurídica 
distinta a la relación contractual de donde provienen, ni constituyen títulos de 
crédito en términos de la propia legislación mercantil. 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

I.10o.C.2 C (10a.) 
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Amparo directo 207/2012. Policía Auxiliar del Distrito Federal. 8 de mayo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: J. Jesús Pérez Grimaldi. 
Secretario: Guillermo García Hernández. 

Amparo directo 231/2012. Policía Auxiliar del Distrito Federal. 8 de mayo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: J. Jesús Pérez Grimaldi. 
Secretario: Hilario Salazar Zavaleta. 

Amparo directo 280/2012. Policía Auxiliar del Distrito Federal. 8 de mayo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: J. Jesús Pérez Grimaldi. 
Secretaria: Margarita Morrison Pérez. 

Amparo directo 273/2012. Policía Auxiliar del Distrito Federal. 8 de mayo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto Chávez Priego. 
Secretario: Miguel Ángel Silva Santillán. 
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